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León, Guanajuato, a 3 tres de abril del año 2013 dos mil trece. . . . . . . . . .
V i s t o s, para resolver los autos del proceso administrativo identificado con el número 522/2012-JN, promovido por el ciudadano ****; y:. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .
C O N S I D E R A N D O :

SEGUNDO.- El presente proceso fue promovido oportunamente, toda vez que la demanda fue presentada dentro de los 30 treinta días hábiles siguientes a aquél en que surtió efectos la notificación de la resolución por la que se impuso la multa; lo que refiere el actor, fue el día 26 veintiséis de octubre del año pasado, sin que de constancias de la presente causa administrativa se desprenda lo contrario. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .
TERCERO.- La existencia del acto impugnado, consistente en la resolución emitida el día 25 veinticinco de octubre del año 2012 dos mil doce, dentro del procedimiento con número de expediente 75/05/11/-BPE, por el cual se impuso una multa, por la cantidad de $590.80 (Quinientos noventa pesos 80/100 Moneda Nacional), respecto del establecimiento ubicado en calle Constitución 318 trescientos dieciocho, de la Zona Centro de esta ciudad; se encuentra
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debidamente documentada en autos, con el documento original que contiene tal resolución; la cual fue aportada por el actor y admitida como prueba de su parte (visible en autos en copia certificada, a foja 17 diecisiete); la que merece pleno valor probatorio, conforme lo dispuesto en los artículos 78, 118 y 121 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, toda vez que se trata de un documento emitido por el funcionario público demandado en el ejercicio de sus funciones; aunado a que la demandada reconoció, de manera libre y sin coacción, haber emitido dicha multa y todo el procedimiento previo. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .
CUARTO.- Por cuestión de orden público y de estudio preferente, sea que las partes las hagan valer o que de oficio se adviertan, se procede al análisis de las causales de improcedencia y sobreseimiento previstas en el Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de  Guanajuato. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .

En la presente causa administrativa, el Director enjuiciado, planteó que el proceso interpuesto era improcedente, toda vez que el actor debió presentar previamente a la interposición del proceso, el recurso ordinario de defensa previsto en el Código de Procedimiento y Justicia Administrativa respectivo, ante la propia autoridad municipal, por lo que considera que no se colmó el principio de definitividad. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
No se actualiza causal de improcedencia o sobreseimiento alguna derivado de lo expuesto por el impetrante; toda vez que todo gobernado, en el caso de habérsele seguido un procedimiento ante una autoridad administrativa, -como lo es el presente caso-, puede optar por interponer el recurso de inconformidad regulado por el mismo Código aplicable, o bien, impugnar ante la autoridad jurisdiccional, esto es, ante el Juzgado Administrativo; lo que se desprende de lo señalado en el primer párrafo del artículo 226 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de  Guanajuato; de ahí que no se vulnere el principio de definitividad que refiere el demandado, pues como se ha visto, dicho principio no tiene aplicación en materia contenciosa administrativa municipal. . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . .
Asimismo hizo valer la autoridad demandada, la causal de improcedencia prevista en la fracción VII del artículo 261 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, en relación con el artículo 265, en su fracción VII; el cual señala que es requisito de la demanda contener los conceptos de impugnación del acto o resolución que se combate; esto es, refirió que el actor no expresó ningún agravio. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .
No se actualiza tampoco la causal de improcedencia que se plantea; toda vez que como se aprecia del escrito de demanda, la parte actora sí planteó conceptos de impugnación; los que deben ser motivo de análisis  al resolverse la cuestión de fondo del asunto, para determinar si los mismos son eficaces para los efectos pretendidos por el impetrante del proceso; razón por la que no puede afirmarse válidamente que no se hayan expresado conceptos de impugnación; por lo que para quien resuelve no se actualiza la causal en comento. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .
Así las cosas, al no actualizarse las causales de improcedencia invocadas por la autoridad demandada ni plantear otra causal de improcedencia o sobreseimiento y, al advertir este Juzgador, de manera oficiosa, que no se configura alguna que impida el estudio a fondo del presente negocio; es que se concluye que resulta procedente el proceso administrativo promovido contra la resolución impugnada. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

QUINTO.- Previamente al análisis del planteamiento de fondo formulado por el actor, este Juzgador, en cumplimiento a lo establecido en la fracción I del artículo 299 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, procede a fijar clara y precisamente los puntos controvertidos en el presente proceso administrativo. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .
De lo expuesto por el actor en su escrito de demanda, así como de las constancias que integran la presente causa administrativa, se desprende que el día 25 veinticinco de octubre del año próximo pasado, el Director de Atención contra Riesgos Sanitarios, dentro del expediente 75/05/11-BPE, impuso al ciudadano ****, la multa por la cantidad de $ 590.80 (Quinientos noventa pesos 80/100 Moneda nacional), por el motivo de no haber corregido las anomalías sanitarias detectadas, por la falta de mantenimiento de los muebles sanitarios y de insumos propios, respecto del inmueble ubicado en calle Constitución 318 trescientos dieciocho, de la Zona Centro de esta ciudad (inmueble que tiene uso de estacionamiento y pensión de vehículos). Dicha resolución fue notificada el día 26 veintiséis de ese mismo mes y año. . . . . . . . . .
Acto que el actor estima es ilegal, ya que refiere que la autoridad carece de competencia para aplicar sanciones administrativas; que la autoridad apreció incorrectamente los hechos, ya que el actor no es el propietario de la negociación sujeta a verificación; y que no se encuentra debidamente fundada y motivada la multa impuesta. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .
A lo que la autoridad demandada, expresó en el escrito de contestación a la demanda, que los argumentos eran infundados, e inoperantes; que en todos los actos y documentos aparece la firma del actor de enterado y como encargado del local; que el actor fue debidamente sancionado y que si se fundó y motivó la imposición de la multa. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .
Así las cosas, la “litis” planteada en la presente causa administrativa, se hace consistir en determinar la legalidad o ilegalidad de la resolución por la que se impuso una multa al ciudadano ****. . . . . . . . . . . . . . 
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SEXTO.- No existiendo impedimento legal, se procede al análisis del concepto de impugnación que este juzgador considera trascendental para emitir la presente sentencia, como lo es el que se enumera como 2 dos del escrito de demanda; sin necesidad de transcribirlo en su totalidad, así como tampoco los restantes conceptos de impugnación expresados por el actor; sirviendo de apoyo, para ello, el criterio sostenido por la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en la siguiente jurisprudencia: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .
“CONCEPTOS DE VIOLACIÓN. EL JUEZ NO ESTÁ OBLIGADO A TRANSCRIBIRLOS. El hecho de que el Juez Federal no transcriba en su fallo los conceptos de violación expresados en la demanda, no implica que haya infringido disposiciones de la Ley de Amparo, a la cual sujeta su actuación, pues no hay precepto alguno que establezca la obligación de llevar a cabo tal transcripción; además de que dicha omisión no deja en estado de indefensión al quejoso, dado que no se le priva de la oportunidad para recurrir la resolución y alegar lo que estime pertinente para demostrar, en su caso, la ilegalidad de la misma.”Segundo Tribunal Colegiado del Sexto Circuito. No. Registro: 196,477. Jurisprudencia, Materia(s): Común, Novena Época, Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito, Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta. VII, Abril de 1998, Tesis: VI.2o. J/129. Página: 599. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Así las cosas, en el concepto de impugnación señalado como 2 dos del escrito de demanda; el ciudadano **** expresó que le causa agravio la resolución impugnada, porque él no es el propietario del inmueble, por lo que al haberle dirigido la multa, violenta su derecho; agregando que: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .
“…la autoridad apreció en forma equivocada los hechos al sancionar a quien esto suscribe cuando yo no soy el propietario de la negociación…”. . . . . . . .


“La autoridad demandada en la resolución de fecha 25 de octubre de 2012 consideró, sin acreditarlo, que quien esto suscribe soy el propietario o poseedor del Estacionamiento público…” . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .


Señalando además que él sólo funge como empleado y que la propietaria del inmueble es la ciudadana Rosa María Martínez Mares, agregando para comprobar lo anterior, el original de la constancia de inscripción en el Registro Federal de Contribuyentes, de la ciudadana mencionada, respecto del inmueble en cuestión, ante el Servicio de Administración Tributaria de la Secretaría de Hacienda y Crédito Público; y con el desahogo de las testimoniales en la audiencia de desahogo de pruebas y alegatos celebrada el día 5 cinco de marzo del presente año, en la que compareció como testigo la propia Rosa María Martínez Mares, corroborando lo anterior. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 


A lo argüido por el actor, el Director enjuiciado no hizo pronunciamiento expreso alguno, ya que sólo refirió que el actor firma como enterado y encargado del local en cuestión. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Analizado que es lo exteriorizado por las partes y los medios de prueba que obran en el expediente, para este Juzgador es fundado el concepto de impugnación en examen, habida cuenta que el acto impugnado se encuentra indebidamente fundado y motivado; pues conforme a la interpretación gramatical de lo dispuesto en los artículos 97 y 140 del Reglamento de la Ley de Salud del Estado de Guanajuato, se determina que son los propietarios de los establecimientos y no los empleados de ellos, los responsables ante las autoridades sanitarias de la conservación, buen estado y mantenimiento de las instalaciones y servicios sanitarios, así como a mantenerlos desinfectados, por lo que en corolario, es a la propietaria del inmueble ubicado en Constitución número 318 de la Zona Centro de esta ciudad a quien debió imponerse la sanción, seguido el debido procedimiento administrativo, y no a su empleado, que en el caso concreto, es el justiciable. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .

En efecto, como ya se señaló, el impetrante del proceso no es el propietario del estacionamiento donde se detectaron las irregularidades; sino que como se desprende del original de la constancia de inscripción en el Registro Federal de Contribuyentes (original que obra en el secreto de este juzgado y que es palpable, en copia certificada, a foja 10 diez), la propietaria o responsable del inmueble ante el Servicio de Administración Tributaria -por el servicio que presta- lo es la ciudadana Rosa María Martínez Mares. Constancia de inscripción a la que se le otorga pleno valor probatorio, al tratarse de un documento público, de conformidad con lo señalado en los artículos 78 y 121 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

La circunstancia de que el ciudadano **** no es el propietario del inmueble mencionado en supralíneas sino que lo es la ciudadana Rosa María Martínez Mares, se corrobora con los testimonios rendidos, tanto por dicha ciudadana como del ciudadano Armando Álvarez Vargas. Testimonios de los que desprende que el ciudadano **** es sólo un trabajador de Rosa María Martínez Mares y que ésta es la propietaria del establecimiento. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Testimonial que desahogada en la audiencia de desahogo de pruebas y alegatos celebrada el día 5 cinco de marzo del presente año, a las 10:00 diez horas, este Juzgador concede pleno valor probatorio, de conformidad a lo dispuesto en los artículos 117 y 126 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato; pues los testigos coincidieron en lo esencial en sus declaraciones; para el suscrito cuentan con el criterio necesario para juzgar del acto del que depusieron, lo cual conocen por sí mismos y no por referencias de terceros; sus declaraciones fueron claras y sin dudas; no se advirtió que hayan sido obligados por fuerza, miedo, ni impulsados 
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por engaño o soborno, dieron la razón de su dicho y no se advirtieron razones para dudar de su imparcialidad; de ahí que con sus declaraciones se confirma lo manifestado por el actor, de que no es propietario del establecimiento sancionado. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .
Por otra parte, debe decirse que, en cada caso en particular, la autoridad administrativa debe justificar la imposición de la sanción, ya sea al propietario, o en su defecto, a las demás personas que estime infractoras; sin que en el caso concreto, se haya justificado el porqué la sanción se impuso al ciudadano **** y no a la propietaria del estacionamiento,  por ser ésta quien tenía la capacidad de decisión para llevar a cabo las medidas que se ordenó implementar; lo que implica una indebida e insuficiente fundamentación y motivación de la resolución de sanción que por este medio se combate. . . . . . .

En efecto, al consistir la fundamentación en la expresión del precepto legal aplicable al caso concreto, señalando asimismo la fracción, inciso o párrafo en la que se encuentre contenida dicha norma; y, la motivación en el razonamiento inherente a las circunstancias del hecho, contenidas en el texto del acto, para establecer la adecuación de la conducta del gobernado en el supuesto jurídico establecido por la norma como prohibición o falta administrativa; luego entonces, de la multa debe desprenderse, con claridad, en primer término, la cita del ordenamiento legal que corresponde al precepto que se considera infringido por la conducta desplegada por el infractor, y, si ese precepto incluye diversos supuestos, se debe precisar al apartado, párrafo, fracción o fracciones, incisos o subincisos que en su caso resulten aplicables, así como la descripción pormenorizada de las circunstancias que dan motivo para dictar una sanción, de la que se desprenda con claridad que la conducta del gobernado, encuadra perfectamente en la hipótesis normativa aplicable; pues es necesario que el fundamento y motivo no se expresen de manera lacónica, ya que la fundamentación y motivación tienen como propósito primordial y “ratio” que el justiciable conozca el "para qué" de la conducta de la autoridad, lo que se traduce en darle a conocer en detalle y de manera completa el dispositivo del ordenamiento legal que resulta aplicable al caso concreto y la esencia de todas las circunstancias y condiciones que determinaron el acto de voluntad, de manera que sea evidente y muy claro para el afectado poder cuestionar y controvertir el mérito de la decisión, permitiéndole una real y auténtica defensa. 


En el caso que nos ocupa, no se hizo así por el Director demandado, pues no se fundó ni se circunstanció con claridad porqué se le impuso una multa al ciudadano ****, como empleado de la propietaria del inmueble; al no exponer los sustentos jurídicos ni los razonamientos inherentes a justificar la decisión de la autoridad en ese sentido, pues como se advierte de la propia resolución que impuso la multa, no se contiene la razón de tal determinación; ni constan en el presente juicio, otras constancias en ese sentido; pues como puede verse, no se aportaron los actos del procedimiento administrativo número 75/05/11-BPE, como son la orden de inspección y el acta de visita; de los que pudiera desprenderse algún razonamiento. . . . . . . . . . . . . . . 

Es todo lo antes expuesto y razonado, lo que conlleva a concluir que, en el caso concreto, no se observó ni cumplió con lo dispuesto en el artículo 137, fracción VI del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato; al no encontrarse debidamente fundada y motivada la imposición de la multa, ni se apreciaron correctamente los hechos; por lo que, con fundamento en lo dispuesto en el artículo 302, fracciones II y IV, del mismo Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, procede decretar la nulidad total de la resolución emitida el día 25 veinticinco de octubre del año 2012 dos mil doce, dentro del procedimiento con número de expediente 75/05/11/-BPE, por el cual se impuso una multa, por la cantidad de $590.80 (Quinientos noventa pesos 80/100 Moneda Nacional). . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
SÉPTIMO.- En virtud de que el concepto de impugnación analizado, resultó fundado y es suficiente para decretar la nulidad total del acto impugnado; resulta innecesario el estudio de los demás conceptos de impugnación, ya que ello no cambiaría, ni afectaría el sentido de esta resolución. 

Vale de sustento a lo anterior, la tesis de jurisprudencia que a la letra señala: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

“CONCEPTOS DE VIOLACION. CUANDO SU ESTUDIO ES INNECESARIO. Si al considerarse fundado un concepto de violación ello trae como consecuencia la concesión del amparo, es innecesario analizar los restantes, ya que cualquiera que fuera el resultado de ese estudio, en nada variaría el sentido de la sentencia.” Segundo Tribunal Colegiado Del Quinto Circuito. No. Registro: 223,103. Jurisprudencia. Materia(s): Común. Octava Época. Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito. Fuente: Semanario Judicial de la Federación. I, Abril de 1991. Tesis: V.2o. J/7. Página: 86. Genealogía: Gaceta número 40, Abril de 1991, página 125. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Por lo expuesto, y con fundamento además en lo dispuesto en los artículos 249, 287, 298, 299, 300 fracción II; y 302 fracciones II y IV, del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, es de resolverse y se. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
R E S U E L V E :

PRIMERO.- Este Juzgado Segundo Administrativo Municipal resultó competente para conocer y resolver del presente proceso administrativo. . . . . . .   

SEGUNDO.- Procedió el presente proceso administrativo. . . . . . . . . . . . . . . 

TERCERO.- Se decreta la nulidad total de la resolución emitida el día 25 veinticinco de octubre del año 2012 dos mil doce, dentro del procedimiento con número de expediente 75/05/11/-BPE, por el cual se impuso una multa al 
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ciudadano ****, por la cantidad de $590.80 (Quinientos noventa pesos  80/100 Moneda Nacional); lo anterior, atendiendo a las consideraciones lógicas y jurídicas expresadas en el Considerando Sexto de la presente sentencia. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .
Notifíquese a la autoridad demandada por oficio y a la parte actora personalmente. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  


En su oportunidad, archívese este expediente, como asunto totalmente concluido y dése de baja en el Libro de Registros que se lleva para tal efecto. . . .  
Así lo resolvió y firma el Licenciado Ernesto Alejandro Mora Álvarez, Juez Segundo Administrativo Municipal de León, Guanajuato, quien actúa asistido en forma legal con Secretaria de Estudio y Cuenta, Licenciada María del Rocío Villanueva Sánchez, quien da fe. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

LA PRESENTE FOJA FORMA PARTE DE LA RESOLUCIÓN EMITIDA EL DÍA 3 TRES DE ABRIL DEL AÑO 2013 DOS MIL TRECE,  EN EL PROCESO ADMINISTRATIVO CON NÚMERO DE EXPEDIENTE 522/2012-JN. . . . . . . . 
